Carátula 


COMISIÓN ESPECIAL PARA EL SEGUIMIENTO 
DE LA SITUACIÓN CARCELARIA 


(Sesión celebrada el día 31 de mayo de 2018). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 17:10). 


—Tal como había solicitado el legislador Besozzi, habíamos quedado en fijar fecha para 
concurrir al establecimiento carcelario de Soriano. Hemos decidido hacerlo el último jueves del mes de 
junio, el día 28, en horario de la comisión. En lo posible, lo haríamos en la mañana, para estar de 
retorno en la tarde. Luego confirmaremos a través de Secretaría quiénes participan de esa visita. 


Tal como estaba previsto, hoy solo vamos a recibir a la delegación del Ministerio del Interior, 
pero me gustaría hacer un llamado de atención a todos los miembros de la comisión que no están 
presentes. Nos hemos fijado el último jueves de cada mes para sesionar, por lo que la de hoy es una 
sesión ordinaria. Por tanto, si algún legislador tiene algún inconveniente que le dificulta concurrir 
desearía que lo comunique a la Secretaría. 


Si nadie desea hacer uso de la palabra, haríamos pasar a la delegación del Ministerio del 
Interior. 


(Ingresa a sala la delegación del Ministerio del Interior). 


—Damos la bienvenida a la delegación que designó el Ministerio del Interior para tratar el 
tema del día de hoy: informe del comisionado parlamentario, así como algunos planteos que harán 
algunos colegas que integran la comisión. 


Esta delegación está integrada por la señora Rosario Burghi, asesora del señor ministro en 
materia penitenciaria; el comisario mayor Gonzalo Larrosa, Director del Instituto Nacional de 
Rehabilitación; y la señora Ana Juanche, subdirectora nacional técnica. 


Suponemos que ya han leído las actas de esta comisión en la que se dio el informe y se 
mencionaron algunas preocupaciones. Más allá de eso, han surgido algunos elementos del informe y 
de distintas actividades que hemos realizado en forma particular y conjunta que tienen que ver con 
diversos avances que se vienen llevando adelante. 


Le damos la palabra a la señora Burghi, asesora en materia penitenciaria, para que 
desarrolle el tema y, posteriormente, los señores legisladores tendrán la oportunidad de hacer las 
preguntas del caso porque con eso nos enriquecemos todos. 


SEÑORA BURGHI.- Buenas tardes. Le agradecemos a la presidenta de la comisión, la señora 
senadora Passada, la posibilidad de compartir con la comisión nuestras consideraciones sobre el 
informe anual presentado por el comisionado parlamentario, señor Juan Miguel Petit. 


Voy a comenzar haciendo algunas consideraciones de carácter general en nombre del 
Ministerio del Interior para luego darles la palabra al director y a la subdirectora técnica que harán 
algunas puntualizaciones referentes a aspectos específicos que tienen que ver con las actividades 
propias de la parte técnica del informe. 


En primer lugar, este es un informe detallado que toca aspectos importantes del quehacer 
penitenciario y del desarrollo que ha tenido en el país. En él se señalan conceptos generales con los 
que coincidimos dado que perseguimos el mismo objetivo: un cambio en la metodología de atención a 
las personas privadas de libertad con miras a su reinserción en la sociedad. Es importante destacar 


que, a pesar de tener puntos de vista diferentes, en algunas cosas se ha logrado una buena 
articulación de trabajo tanto con el comisionado parlamentario como con su equipo, lo que nos ha 
permitido revisar situaciones puntuales, así como líneas de trabajo en lo que refiere al fortalecimiento 
del trabajo penitenciario. 


En nuestro país puede hablarse de sistema penitenciario a partir de la creación del INR en 
2010 y del trabajo como sistema desde octubre de 2015 cuando la última cárcel pasó de la Jefatura de 
Policía de Florida a depender de este instituto recién creado. Hasta ese momento —y consideramos 
importante señalar esto—, había 19 formas diferentes de tratar a las personas privadas de libertad en 
virtud de que cada jefatura de policía departamental definía la atención que les brindaba, según un 
criterio más custodial que de atención socioeducativa. Señalamos esto porque si tomamos en cuenta 
esta parte que es la historia real, hace dos años y medio que estamos hablando de un sistema 
penitenciario en el que se trabaja con lineamientos unificados, dirigidos a la rehabilitación de las 
personas privadas de libertad. Por esta razón, consideramos que en el informe presentado, 
concretamente sobre algunas recomendaciones que señalaremos más adelante, se omite el proceso 
en el tiempo para dar valor a lo actuado hasta el momento en el sistema penitenciario de nuestro país. 


Coincidimos en que todavía hay mucho por avanzar y que los avances logrados hasta el 
momento tienen que ver con calidad más que con cantidad. Si bien en el informe se habla de estos 
conceptos de calidad y cantidad, se detallan más los avances en función de cantidades y no de 
calidades. Consideramos que para avanzar en cantidad primero lo debemos hacer en calidad y a eso 
hemos estado dedicados desde el inicio de nuestra gestión. 


Queremos recalcar que estamos trabajando en un proceso de cambio que abarca, no solo la 
atención socioeducativa de las personas privadas de libertad, sino también la dotación al sistema de 
los recursos humanos necesarios y capacitados profesionalmente. Estos cambios se llevan adelante 
con una base técnico-profesional que, sobre todo, implica cambios en la metodología de trabajo que se 
venía llevando adelante hasta el momento en las diferentes áreas. 


En este proceso nos enfrentamos también a cambios culturales importantes, lo cual a 
nuestro juicio constituye una base fundamental a la hora de valorar la situación en la que estamos. Por 
un lado, con los funcionarios, porque llevaban mucho tiempo de implementación de una cultura 
custodial y no de atención socioeducativa y, por otro, están las personas privadas de libertad, las 
cuales provienen de entornos altamente vulnerables, con culturas de violencia muy marcadas. La 
erradicación de estas culturas, sobre todo la de los funcionarios, es lo que llamamos cambios de 
calidad. 


La formación que se está llevando adelante con todos los funcionarios que ingresan al 
sistema penitenciario nos encamina a estos cambios que nos estamos planteando. Al día de hoy 
egresaron más de doscientos operadores civiles, que están trabajando en las unidades penitenciarias. 
Esto forma parte del camino que estamos recorriendo para que los funcionarios policiales 
permanezcan solo en la custodia externa de las unidades y, en intramuros, lo haga solo el personal 
civil. Esta es una de las metas que nos estamos trazando. 


Con respecto a lo que acabo de señalar, quisiera destacar los llamados a concurso que se 
han realizado. Para el primer llamado a concurso de personal civil había sesenta plazas y tuvimos 
veinte presentes, mientras que para el llamado que estamos realizando en este momento se 
presentaron diez mil personas y estamos analizando si se hará sorteo o cómo será el proceso. En el 
anterior se presentaron cinco mil personas, se hizo sorteo y se siguieron las diferentes metodologías 
aplicadas en el proceso. Podemos decir que, en este momento, hay un interés mayor de trabajar en el 
sistema penitenciario, cosa que no sucedía al inicio. 


Actualmente se encuentra en proceso un llamado a concurso para doscientos diez nuevos 
cargos de operadores penitenciarios para unidades de Montevideo, Canelones, San José, Florida, 
Soriano y Colonia. Asimismo, se han llevado a cabo llamados a proveer cargos técnicos de asistentes 
sociales y, sobre todo, de psicólogos. 


Quiero hacer mención a una experiencia única en América Latina, como es la dotación a los 
funcionarios, en su proceso de formación, de talleres de psicodrama. Iniciamos esto en 2015 y lo 
continuamos a la fecha, porque entendemos que proporciona una herramienta que permite trabajar las 
emociones y la subjetividad de las personas de cara a su fortalecimiento personal y, por ende, 
institucional. Si bien esta formación fue iniciada con los operadores penitenciarios, la hemos extendido 
a los policías que trabajan en las unidades penitenciarias, a los funcionarios de la Guardia Republicana 


una parte de ellos trabajan con nosotros, diríamos que son los cordones externos— y, en el transcurso 
de este año, a las funcionarias que trabajan en las unidades de atención a violencia de género. ¿Por 
qué decimos que «hemos extendido» esto? Porque, de alguna manera, este es el contexto de 
funcionarios que, de una u otra manera, trabaja en lugares y en círculos de violencia. 


Otro aspecto que queremos señalar es que hablar de trato cruel, inhumano y degradante, a 
nuestro entender, son conceptos que las normas internacionales ubican en el marco de la tortura. 
Nosotros consideramos que si bien en nuestro país existen carencias en algunas unidades de 
internación, hoy estamos muy lejos de poder hablar de tortura. Afirmar esto sería desconocer lo que 
sucedió en este país en la década del setenta y lo que sucede en cárceles de otros países, donde sí se 
aplica la tortura como método. Nuestras políticas de tratamiento hacia las personas privadas de libertad 
se ajustan a las normas internacionales y realizamos todos los esfuerzos para cumplir a cabalidad con 
todos los acuerdos internacionales sobre derechos humanos, de los cuales Uruguay es firmante. 
Somos conscientes de que en algunas unidades de internación existen espacios con condiciones 
inadecuadas y es sobre esto que estamos trabajando fuertemente. En ese sentido, hemos construido y 
acondicionado nuevos lugares de internación y hemos ampliado las ofertas de atención 
socioeducativas, en la medida en que los recursos lo han permitido. 


Por otra parte, hoy podemos decir que a nivel general hemos superado el hacinamiento. 
Continuamos trabajando en lugares específicos en donde todavía existe esta situación y a tales efectos 
y como señalábamos en la anterior comparecencia, se continúan los trabajos de remodelación de los 
módulos 1 y 2 de la unidad n.* 4, lo que permitirá ampliar la capacidad de esa unidad con seiscientas 
plazas más, a lo cual le sumamos el poblamiento progresivo que estamos llevando en la nueva unidad. 


Si miramos el cuadro de evolución de la población penal y capacidades, en el 2005 teníamos 
137 % de hacinamiento, en el 2010 bajó a 132 %, en 2015 a 107 %, en 2016 a 109 %, en 2017 a 103 
% y al 31 de mayo de 2018 tenemos aproximadamente 90 % de hacinamiento. Insisto que a nivel 
general hemos bajado notoriamente el hacinamiento —incluso hay lugares donde ya no hay- y aún 
tenemos en puntos específicos, que son los que nombré anteriormente. 


Un aspecto importante que consideramos se debe destacar para poder analizar el proceso 
que estamos llevando adelante —y que en el informe no lo vimos reflejado—, es en relación a los 
cambios que fue necesario realizar en todas las unidades de internación, con el objetivo de dar 
cumplimiento a la medida cautelar de prisión preventiva en todo el país, de acuerdo a lo que establece 
el nuevo CPP. Si bien el nuevo CPP entró en vigencia en noviembre de 2017, ha sido necesario 
acondicionar sectores específicos dentro de las unidades antes de su puesta en vigencia, a fin de 
poder ubicar a las personas privadas de libertad en prisión preventiva, en lugares separados de las 
otras personas privadas de libertad con otra clasificación. 


Asimismo, continuamos trabajando directamente con la Fiscalía General de la Nación para 
darle un nuevo impulso a la aplicación de las medidas sustitutivas a la prisión e incentivar su uso como 
forma de disminuir la privación de libertad como pena. Consideramos y trabajamos en función de que 
se apliquen más las medidas sustitutivas que la prisión porque creemos que lo ideal sería que cada vez 
tuviéramos menos prisión. 


Además, Uruguay participa en el Programa Pacto —programa de cooperación internacional de 
Europa y América Latina—, cuyo objetivo es el intercambio de experiencias y buenas prácticas en la 
lucha contra el crimen organizado, así como la capacitación en la aplicación y seguimiento de las 
medidas alternativas a la prisión. A la fecha hemos participado de dos talleres de carácter regional: uno 
fue en Brasilia, sobre la lucha contra la infiltración de la criminalidad organizada en los sistemas 
penitenciarios, y otro en Panamá, sobre la ejecución de medidas alternativas a la prisión, del cual 
participó la subdirectora técnica que está aquí presente. 


En el marco del Programa Pacto, en noviembre de este año se va a realizar acá en 
Montevideo un encuentro regional sobre la aplicación de las medidas alternativas a la prisión. La idea 
es elaborar un manual regional de aplicación de medidas alternativas. 


Otro aspecto que también señalábamos y queremos considerar es que en la Oficina de 
Supervisión de Libertad Asistida —cuya función, entre otras, es monitorear el cumplimiento de las 
medidas alternativas a la prisión— se refuerza su trabajo, principalmente de cara a la implementación 


de los institutos de libertad vigilada y vigilada intensiva, regulados por la Ley n.* 19446, de 28 de 
octubre de 2016. En consonancia con esta exigencia, se diseñó en esta oficina un nuevo organigrama 
de dirección, aplicando para ello el esquema de dirección de una nueva unidad de internación, con una 
dirección y tres subdirecciones: una subdirección técnica, una administrativa y otra operativa, todas 
ellas integradas por profesionales especializados. Asimismo, prevemos el ingreso de profesionales 
para el reforzamiento técnico de esta oficina y también gestionamos un llamado a concurso de 
operadores penitenciarios, que serían los oficiales del control y vigilancia de las personas con 
libertades asistidas. Actualmente, tenemos alrededor de 50 convenios vigentes para tareas 
comunitarias en Montevideo, de los cuales participan alrededor de mil personas, en cumplimiento de 
libertad vigilada, tareas comunitarias —por el Juzgado de Faltas— y arrestos de prisión domiciliaria. 


Otro elemento que queremos señalar tiene relación con las mujeres —madres con hijos— 
privadas de libertad. En el informe se habla solo de una unidad en la zona metropolitana, pero nosotros 
tenemos unidades en Artigas, Florida, Salto, Río Negro y Colonia, y dentro de esta misma temática es 
importante que señalemos algo con respecto a cuando nosotros inauguramos la primera unidad madre 
en la unidad n.” 9. Actualmente nosotros tenemos, a nivel nacional, 39 madres con hijos, y por los 
contactos entre el ministerio y el INR con el Poder Judicial, logramos que fueran aplicadas medidas 
alternativas de prisión domiciliaria para varias madres con hijos. Por ejemplo, cuando inauguramos la 
unidad n.* 9 en diciembre de 2016, teníamos 23 madres con hijos, y hoy solo tenemos 8. Esto se debe 
a las gestiones que nosotros, como ministerio, como INR, hemos realizado con las defensorías, a los 
efectos de poder aplicar medidas de prisión domiciliaria a las madres con hijos. Nuestro interés es que 
cada vez tengamos menos madres con hijos en prisión y la idea es que la mayoría de ellas puedan 
cumplir sus penas en prisión domiciliaria. 


En cuanto al trabajo con las personas privadas de libertad en las unidades de internación, 
queremos señalar que en el año 2015 se creó el Polo Agrícola en Libertad, donde trabaja un grupo de 
personas privadas de libertad en régimen de mínima seguridad. Su trabajo se enfoca principalmente en 
la producción de hortalizas, las que son utilizadas diariamente en la alimentación de las personas 
privadas de libertad de las diferentes unidades del sistema penitenciario, así como en la del personal 
penitenciario. A esto sumamos la producción lechera y la cría de animales en algunas unidades. La 
producción de esta unidad abastece a las unidades del INR y significó un ahorro a nivel institucional de 
aproximadamente $ 9:000.000 y, además, estamos trabajando para poder expandir a otras unidades 
todo lo que significa la producción vinculada a la tierra. En algunas unidades tenemos chacras 
pequeñas, pero la idea es poder ampliar esta parte. 


Con relación al trabajo también hemos ido incrementando las plazas laborales y, 
posteriormente, la subdirectora técnica ampliará los datos con respecto a los internos de las diferentes 
unidades. Una de las bases importantes de este incremento es la celebración de nuevos convenios y la 
creación y el desarrollo —a instancias del Ministerio del Interior— de las brigadas de acción ciudadana 
en todas las unidades. Estas unidades trabajan a solicitud, sobre todo, de las intendencias de cada uno 
de los departamentos y permiten el desarrollo de tareas laborales comunitarias por parte de las 
personas privadas de libertad de los departamentos donde están ubicadas. Aparte de esto, con 
relación a los dos polos industriales que existen, uno masculino y otro femenino, queremos destacar 
que en el informe no se resalta el polo femenino. Precisamente, este polo femenino que está en la 
unidad de mujeres de Montevideo en este momento, ha hecho ya reconstrucción de escuelas públicas 
y ha reconstruido la plaza de deportes de la Ciudad Vieja. Con el grupo de mujeres que integran el 
polo, se hicieron trabajos de electricidad, de plomería, de construcción y de todo lo que era el 
acondicionamiento de esa plaza para su funcionamiento, que fue inaugurada a finales de 2017. 
Asimismo, en este año se abrió el polo industrial en Salto. En cuanto al tema del estudio —nás adelante 
la subdirectora técnica dará más detalles al respecto—, aproximadamente el 40 % de las personas 
privadas de libertad se encuentran estudiando en la educación formal y no formal. 


Otro tema que debemos destacar son los programas de intervención que se llevan adelante 
en las unidades penitenciarias. El INR desarrolla programas de tratamiento que se realizan a través de 
una coordinación socioeducativa; hay tres programas generales y tres específicos. Los tres programas 
generales son: Educación y Cultura, Emprendimientos Productivos y Laborales, y Deportes y 
Recreación; y los específicos son: el programa nacional de atención a las personas privadas de libertad 
extranjeras y migrantes, el programa de atención a las personas privadas de libertad en situación de 
discapacidad, los programas de atención a las madres con hijos, y los programas —que también se 
realizan— orientados a la mitigación de reincidencias delictivas y vulneración psicosocial como, por 
ejemplo, el de control de la agresión sexual, los de intervención para agresores de violencia de género, 
los de atención al uso problemático de drogas, que está diseñado junto con la Junta Nacional de 
Drogas y el SAl-PPL de ASSE y está en fase de instalación en cuatro unidades de la zona 
metropolitana. Después hay varios programas de bibliotecas móviles que se han instalado en varias 
unidades del país. 


Otro aspecto que queremos señalar es que el sistema informático de gestión carcelaria está 
en proceso de unificar los datos de las personas privadas de libertad y las diferentes gestiones 
relacionadas en las unidades penitenciarias del país. Actualmente, su alcance llega a recopilar 
información del 80 % de la totalidad de las unidades, incluidas todas las que se ubican en la zona 
metropolitana, que representan el 70 % de la población total. A través de este formato digital se podrá 
acceder a información judicial, alojamiento, conducciones, salidas transitorias, traslados, visitas; es 
decir, consultas con reportes genéricos y algunos específicos sobre las personas privadas de libertad. 
En el Sistema de Gestión Carcelaria se registra la información de la actividad a cargo de OSLA y 
también se prevé agregar el registro del expediente de tratamiento educativo, que se está 
implementando en estos momentos en la unidad n.* 1 y la idea es que se implemente a nivel de todas 
las unidades y que sea lo que nosotros consideramos que hasta este momento no existía, porque 
había un expediente jurídico pero no teníamos el expediente de tratamiento. Entonces, estamos 
gestionando eso para que pueda ser llevada la historia de la persona privada de libertad desde su 
ingreso hasta que sale en libertad, independientemente de las unidades por las que pueda estar 
pasando. 


Por último, en cuanto a la coordinación con otras instituciones, quería señalar que 
mantenemos reuniones mensuales con el Directorio del Codicén, en la que participa el Ministerio del 
Interior y el INR, a efectos de programar y dar seguimiento a las actividades educativas en las 
diferentes unidades. Además, hay una reunión interinstitucional en la que participa el INR y también el 
comisionado parlamentario y se mantienen reuniones periódicas con la dirección en el gabinete del INR 
para puntualizar los avances de la parte de educación. También mantenemos reuniones con el 
Directorio de ASSE —el representante es SAl-PPL- y el Ministerio del Interior para dar seguimiento a 
las actividades de atención en salud. En estas reuniones, por ejemplo, hemos avanzado en todo el 
proceso de completar el equipo de trabajo en la unidad nueva que, a partir de mañana, empieza a 
integrarse y a conformar completamente el equipo de la unidad n.* 1, que se formó a través de 
llamados internos para cubrir los cargos de médico, enfermero, auxiliares de enfermería, odontólogo, 
psiquiatra. 


En cuanto a la parte de los niños, se mantiene la coordinación interinstitucional en el 
seguimiento y supervisión de la aplicación del protocolo para la atención a niños, niñas y adolescentes 
que aprobamos en el 2016 y que enviamos a toda la comisión. En este nuevo protocolo —y nos 
estamos preparando para la tercera edición— tenemos como novedad que incorporamos a la Fiscalía 
General de la Nación. 


Finalmente, queremos hacer referencia a las proyecciones que nosotros planteamos para el 
próximo período en nuestra comparecencia pasada en noviembre de 2017. Quiero comentarles cómo 
van. Se inauguró la unidad n.* 1 con participación público privada, inició su funcionamiento y está en 
proceso de poblamiento. 


Con respecto a la finalización de las remodelaciones en las unidades, se continúa el trabajo 
en la unidad 4 y se abrió la licitación para la construcción de un nuevo módulo en la unidad 7. En 
cuanto a la unidad de Florida, la proyección era que se finalizara. En este momento se culminaron las 
obras edilicias y se está en proceso de terminación de la obra: todo lo que es la parte de electricidad, 
cámaras, etcétera. 


Otro aspecto que habíamos señalado era la finalización de diferentes mejoras que se 
realizan en unidades de mujeres madres con hijos en Maldonado. Esto está en proceso de realización. 


Otra proyección era que una vez trasladadas las personas privadas de libertad a la unidad 
n.? 1, se procedería a hacer una reubicación de las PPL en las diferentes unidades con el objetivo de 
terminar con los sectores de hacinamiento. En este momento estamos en proceso de poblamiento de 
la unidad n.* 1 y, en la medida en que podemos, vamos poblando los lugares que van quedando libres. 


La otra proyección era cerrar el celdario de la unidad n.” 3 una vez finalizado el poblamiento 
de la unidad n.* 1. Aquí quería hacer un señalamiento porque estuvimos revisando la situación a nivel 
del ministerio y se está estudiando la posibilidad de dejar un lugar, una vez trasladada la población a 
otras unidades, a las personas privadas de libertad extranjeras, pero siempre con la idea de mantener 
activo el último módulo que se construyó y las barracas y carpinterías, que continuarían. Esto se haría 
una vez que se termine el poblamiento de la unidad n.? 1. 


En cuanto a la proyección de establecer el Sistema de Gestión Carcelaria a nivel nacional, 
como decía anteriormente estamos en ese proceso y pensamos que tal vez en el tercer trimestre ya 


tendríamos todas las unidades. 


Por último tenemos la implementación y puesta en práctica de la nueva ley del sistema 
penitenciario, que en su fase medular implicaba que el INR quedara conformado como un sistema 
descentralizado. El proyecto de ley está actualmente en la Presidencia, se hicieron algunas 
consideraciones que ya fueron revisadas por el señor ministro, se hizo la devolución y ahora quedaría 
pendiente el pasaje al Ministerio de Economía y Finanzas y posteriormente al Ministerio de Educación 
y Cultura. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que otro de los planteos que se había realizado estaba vinculado a los 
distintos programas que están desarrollando. 


SEÑOR LARROSA.- Señora presidenta: antes de darle la palabra a la subdirectora técnica del Instituto 
Nacional de Rehabilitación, es importante hacer una puntualización, no desde lo político sino desde lo 
técnico, como director del Instituto Nacional de Rehabilitación. 


A la luz del informe del comisionado parlamentario observamos una mirada que se acerca al 
término de paria de Hannah Arenat, es decir, más que un apátrida, un desarraigado. Es una mirada que 
nos incorpora al paisaje y nosotros necesitamos esas miradas para ver qué es lo que nos falta. Si bien 
la señora asesora fue desarrollando todo lo que venimos haciendo, somos conscientes de que los 
denodados esfuerzos de todo nuestro personal del INR, policías y civiles, no alcanzan, y de que 
necesitamos más recursos. Necesitamos desarmar eso de lo que habla el comisionado Petit: esa 
ausencia del Estado en el Instituto Nacional de Rehabilitación. Y el Estado no es un partido político, no 
es un gobierno de turno; el Estado son todas las instituciones juntas, es el conjunto de los poderes de 
la sociedad civil organizada. Y en el Instituto Nacional de Rehabilitación, para poder despegar, aparte 
de todos los esfuerzos, de todas las inversiones que se han realizado, nos encontramos en un punto 
de inflexión en el que estamos necesitando más recursos de personal. Me refiero a más recursos 
técnicos, fundamentalmente, para hacer ese despegue cualitativo del viejo sistema, del viejo 
paradigma de lo custodial hacia lo educativo. Entonces, cuando se habla de que hay ausencia del 
Estado, lo que necesitamos es eso: más Mides adentro de las cárceles, más UTU, más presencia de 
ASSE; no digo más siquiatras, aunque los necesitamos porque los que hay no resultan suficientes. Y 
en este contexto destacamos el esfuerzo de todo el personal del INR, policías, civiles y educadores, 
quienes realmente hacen maravillas con los recursos limitados que hay. 


Quiero señalar que estamos haciendo un esfuerzo conjunto con la Subdirección Nacional 
Técnica. Aquí está la doctora Ana Juanche, quien luego puede desarrollar los programas que ha venido 
instrumentando y creando desde que se ha hecho cargo de la subdirección. Se trata de programas que 
han llevado adelante con mucho esfuerzo. Ellos reflejan el trabajo de mucha gente, de muchas horas, y 
su implementación está pidiendo recursos técnicos a gritos. 


Como decía, a la luz del informe del comisionado parlamentario nosotros vemos lo que nos 
falta. Creemos que es importante hacer hincapié en un aspecto: tienen que dejar de verse los sectores 
políticos que hoy están aquí representados; los actores políticos son de todos los partidos: algunos 
pertenecen al gobierno, pero mañana pueden ser oposición porque siempre están en la alternancia. 
Como los actores políticos son los que deciden las políticas penitenciarias, les pedimos que tengan en 
cuenta que hay que modificar el paradigma que se tiene de que la penitenciaria es una política pública 
más o un servicio público; no es así. Necesitamos que se cambie el acento, que se contextualice y se 
considere a la política penitenciaria para su análisis, para destinar recursos y voluntades, sacándola de 
lo que son exclusivamente políticas públicas y tomándola en consideración como una política de 
seguridad nacional. Precisamos que el trabajo penitenciario que se haga en el Instituto Nacional de 
Rehabilitación tenga que ver con eso que la sociedad está pidiendo a gritos afuera, es decir, que 
articule con todos los organismos, que nos inundemos de organismos que nos ayuden. El Ministerio del 
Interior solo no puede con la inseguridad pública afuera; el INR tampoco puede hacerlo solo adentro. 
No puede con sus recursos y solamente con la institución Ministerio del Interior. Les pedimos eso: el 
apoyo político para que se reconsidere esta situación y se piense en la seguridad como algo integral 
para que, desde allí, podamos dar el salto cualitativo y cuantitativo. Hay que pensar la política 
penitenciaria de largo alcance, independientemente de los partidos que estén gobernando, brindando 
así ayuda al personal penitenciario, que está esperando el apoyo necesario. Simplemente quería 
destacar eso. 


A continuación cedería el uso de la palabra a la subdirectora nacional técnica para que 
desarrolle los aspectos técnicos del Instituto Nacional de Rehabilitación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora Juanche. 


SEÑORA JUANCHE.- Buenas tardes. Es un gusto compartir con ustedes para socializar acerca de 
algunas propuestas técnicas que estamos desarrollando en el marco del sistema penitenciario 
nacional. Estamos haciendo un esfuerzo titánico por transformar, humanizar y desplazar el paradigma 
exclusivamente punitivo y de castigo, reemplazándolo por uno resocializador que nos permita cumplir 
con el encargo social que nos impone la ley: el de rehabilitar y devolver a la sociedad personas con, al 
menos, mejor pronóstico y con alternativas para sus proyectos de vida. 


En los últimos dos años la Subdirección Nacional Técnica ha hecho un ingente esfuerzo para 
desarrollar una nueva estructura que tiene como base el paradigma de la intervención penitenciaria. Lo 
ha realizado a través del delineamiento de dos áreas sustantivas: una de ellas es el área de trato, que 
está organizada a través de programas generales destinados a toda la población privada de libertad. 
Tiene por vocación lograr el acceso a los derechos de las personas privadas de libertad en el contexto 
del encierro, concretamente la educación y la cultura, el trabajo a través de los emprendimientos 
productivos y laborales, el deporte y la recreación. Estos tres programas generales, que fueron los 
primeros que se desarrollaron, permiten que, mediante intervenciones socioeducativas de actores 
diversos, con prestadores de derechos también diversos como la ANEP por medio de todos sus 
consejos, la Universidad de la República, pero también el Instituto Nacional del Empleo y la Formación 
Profesional, la Dirección Nacional de Empleo, así como múltiples organizaciones de la sociedad civil— 
llegue al contexto de privación de libertad una oferta educativa y cultural vasta, lo que nos da la 
posibilidad no solo de cumplir con los ciclos educativos que mandata la Ley General de Educación — 
como la educación primaria, la media básica y la media superior—, sino también de darles a las 
personas privadas de libertad el acceso a la educación terciaria y a la universitaria, derecho al que 
estas personas están accediendo en forma creciente. Todavía es muy marginal, pues en este año 
tenemos apenas sesenta o setenta casos, pero con carreras diversas, lo que es un logro inédito en el 
país. 


Asimismo, mediante el programa de emprendimientos productivos y laborales hemos 
acercado la posibilidad de generar cupos ocupacionales o laborales. Aunque no todos son cupos 
laborales y no todas las posibilidades de trabajo se ajustan a las condiciones establecidas por el 
derecho —con prestaciones sociales, salarios acordes al laudo—, disponemos de algunas alternativas 
vinculadas a un viejo instituto que tiene el sistema penitenciario, que es el peculio que, en este 
momento, es de medio salario mínimo nacional. Con este mecanismo se intenta reconocer y retribuir a 
las personas por concepto de intercambio de su fuerza productiva. Hay múltiples arreglos laborales en 
las unidades, por ejemplo, vinculados a contrataciones de empresas privadas y de empresas públicas; 
hay arreglos intramuros y arreglos extramuros; y hay emprendimientos particulares de las personas 
privadas de libertad, que son objeto de formalización y regulación en forma creciente, muchos de ellos 
bajo la modalidad del monotributo social. En este caso, el Ministerio de Desarrollo Social también es un 
aliado estratégico. 


El tercer programa es el de deporte y recreación porque, además de ser un derecho, es una 
herramienta sustantiva para el desarrollo de una alternativa de vida saludable, sobre todo habida 
cuenta de un fenómeno casi omnipresente en la población privada de libertad, como es el uso 
problemático de drogas. En este momento estamos haciendo un relevamiento de carácter nacional 
para determinar concretamente cuántas personas privadas de libertad ingresan al mundo del delito 
motivadas por el uso problemático de sustancias. Este relevamiento tiene como fin poder diseñar 
dispositivos que nos permitan trabajar no solamente en el adentro, sino también en la prevención en 
sociedad con otras instituciones del Estado y de la sociedad civil. 


Hemos desarrollado, asimismo, el programa Nacional de Atención a las Personas Privadas 
de Libertad Extranjeras y Migrantes, que alcanza a un colectivo de apenas trescientas personas en 
este momento, pero muy invisibilizado, que registraba múltiples vulneraciones. La privación de libertad 
impacta diferencialmente en ellos pues están desarraigados; muchos viven en Uruguay en situación de 
migración, pero producto de su vulnerabilidad socioeconómica caen en la infracción a la ley y a las 
mujeres, sobre todo, se les suma otra vulnerabilidad especial, ya que tienen a sus hijos y a toda su 
familia fuera del país. Muchas veces son utilizadas por el crimen organizado como eslabón débil. Por 
esas razones esta población necesitaba políticas diferenciales, medidas afirmativas que permitieran 
que, además de acceder a sus derechos, pudieran tener un lazo y tejer proyectos de vida con vistas a 
la salida de la privación de libertad. Lo mismo sucede con las personas en situación de discapacidad, 
para quienes la privación de libertad es especialmente dura. En este momento, junto con el Ministerio 
de Desarrollo Social y el Plan Nacional de Acceso a la Justicia y Protección Jurídica de las Personas 
en Situación de Discapacidad, estamos haciendo un relevamiento de las diferentes manifestaciones de 
las discapacidades que existen en la privación de libertad. El gran desafío que tenemos es poder 


determinar la discapacidad psicosocial, que refiere a las discapacidades asociadas a enfermedades 
mentales, muchas de ellas producto del deterioro producido por el uso problemático de sustancias. No 
son los programas de trata los únicos que hemos desarrollado porque, como lo dice toda la evidencia 
internacional y el metaanálisis de muchas investigaciones practicadas en los sistemas penitenciarios, 
solamente con educación y trabajo las personas no desisten de su pronóstico de reincidencia. Para ello 
hay que trabajar en la modificación de las conductas y de los riesgos dinámicos asociados a las 
conductas delictuales. Por eso, también en colaboración con el Banco Interamericano de Desarrollo y 
la Universidad de la República, desarrollamos un catálogo de dispositivos —de programas, de 
tratamientos— asociados a modificar estos riesgos delictuales vinculados a conductas particulares. 
Concretamente, creamos un sistema nacional de evaluación e intervención penitenciaria que usa un 
protocolo de evaluación basado en el modelo de riesgo ASIS 2.0 —que se aplica universalmente-, a 
partir del cual determinamos pronósticos de riesgo de reincidencia. Esto nos permite no solamente 
clasificar y categorizar a las personas en razón de su perfil delictual y de riesgo, sino también —y 
fundamentalmente- intervenir en forma rigurosa, pertinente y eficaz en el plan de intervención. 


Estos programas —trajimos repartidos por si quieren consultarlos— están vinculados al trabajo 
en el tratamiento del control de la agresión sexual. Para ello el año pasado comenzamos a aplicar un 
dispositivo en el módulo 14 de Comcar al primer grupo de tratamiento, que tiene 20 ofensores 
sexuales. Conjuntamente con la Universidad de la República estamos evaluando la aplicación de ese 
programa y desarrollando escalas de evaluación de riesgo, particularmente a través de la aplicación de 
SVR-—20, una herramienta muy conceptualizada y legitimada en los sistemas penitenciarios, no solo en 
la región sino a nivel europeo, sobre todo en el mundo anglosajón. 


También hemos desarrollado el programa de control de la violencia de género  —cuya 
segunda edición tendrá lugar este año-—, destinado básicamente a varones ofensores de género, en 
este caso también del módulo 14 de Comcar, actualmente alojados en el módulo 11. 


Por otra parte, en las unidades n.* 5 y 9, madres con hijos, durante el año pasado 
desarrollamos complementariamente el programa Ser Mujer porque entendemos que así como 
debemos modificar, también debemos promover el control de la agresión de género y la prevención de 
la violencia de género con mujeres víctimas o posibles víctimas que están en situación de privación de 
libertad . Este año lo replicaremos en las unidades n.* 13 de Maldonado, n.* 20 de Salto, y n.* 27 de 
Artigas. 


Como ya lo nombrara la señora asesora penitenciaria, desarrollamos un programa de 
atención al uso problemático de drogas. Luego del despliegue de dispositivos piloto que tuvimos en las 
unidades n.* 5 y n.* 6 en los años 2015 y 2016, su evaluación y su resignificación, este año tenemos 
dispositivos de atención al uso problemático de drogas en las unidades n.” 3 de Libertad, n.* 4 del 
Comcar, n.” 5 de mujeres, n.* 6 de Punta de Rieles y n.” 9, madres con hijos. A partir de esta 
experiencia estamos tomando también, como socia y aliada, a la Dirección Nacional de Asuntos 
Sociales del Ministerio del Interior, y a través de Sanidad Policial llevaremos el dispositivo a las 
unidades del interior, comenzando por la n.*14 de Colonia, la n.* 13 de Maldonado, la n.* 21 de Artigas 
y la n.? 15 de Cerro Largo. 


Finalmente desplegamos dos programas transversales que no tienen por objeto modificar 
conductas vinculadas a riesgos delictuales, sino promover competencias que nosotros llamamos 
prosociales. El programa de pensamiento prosocial también está ampliamente legitimado y aprobado 
en varios sistemas penitenciarios de la región y del mundo; lo hemos desarrollado en 2017 y reditado 
este año en 14 unidades más. Y hay una experiencia muy innovadora, a la que le dimos el formato de 
programa de regulación emocional y resignificación de historias de vida a través del teatro con 
máscaras, que trabaja fundamentalmente con jóvenes privados de libertad por delitos violentos —no 
delitos de violencia de género, pero sí delitos violentos— y va dirigido, justamente, al control de la 
agresión, de la violencia, sobre todo física. 


Todavía tenemos muchísimas cosas para hacer, pero creo que en perspectiva hemos 
avanzado imprimiéndole al sistema vocación de profesionalización, de trazabilidad de los procesos, de 
transparencia y de organización. Como decía el señor director del INR, hacen falta recursos técnicos y 
también personal vinculado a la convivencia. Precisamente, junto al centro de formación penitenciario 
trabajamos permanentemente en el mejoramiento del plan de formación básica, de especialización, 
sobre todo para que tenga perspectiva de formación permanente y para que el contacto cotidiano no 
sea una actividad que naturaliza las vulneraciones que suelen darse en el contexto de la privación de 
libertad. Nuestro deseo es continuar creciendo hacia una política pública para la ejecución penal de las 
penas privativas y no privativas de libertad, con cursos de acción sostenibles a mediano y largo plazo, 
ejecutables, medibles sobre fuentes confiables de información y transparentes que, además, 


repercutan en las prácticas institucionales. Si todo esto no modifica la vida cotidiana de las personas 
privadas de libertad ni modifica su perspectiva de reincidencia, no redundará en una mejor seguridad 
ciudadana. 


SEÑOR PENADÉS.- Agradezco al director del INR, a la subdirectora técnica y a la asesora del ministro 
en materia de políticas penitenciarias. 


Me gustaría, señora presidenta, iniciar mis palabras despejando todo tipo de dudas en 
cuanto a la intencionalidad al reconocer que, comparado con el pasado, hay un avance; dejo 
constancia de ello porque es así. A renglón seguido, me gustaría hacer una serie de consideraciones y 
preguntas vinculadas con el informe que el comisionado parlamentario realiza anualmente y que, en 
este caso, llega en este tiempo. 


La primera de ellas es muy sencilla: ¿se comparte o no el informe que realiza el comisionado 
parlamentario? ¿Se comparte la visión, el dictamen y las recomendaciones que dicho funcionario 
realiza? El informe, además —debemos de reconocerlo, también para despejar todo tipo de dudas-, 
inicia su presentación reconociendo mejorías y adelantos, pero eso no deja de plantear una serie de 
datos más que preocupantes con relación a la situación actual del sistema carcelario. 


Ahora bien, si las jerarquías del INR comparten los problemas detectados y mencionados en 
el informe, me gustaría saber qué medidas puntuales van a tomar. En el informe se detectan 
perfectamente los lugares y ámbitos en los que se encuentran los principales problemas a solucionar; 
se llega a 39 conclusiones y se realizan 30 recomendaciones a largo plazo y otras 30 específicas y 
concretas. Entonces, me gustaría que el Ministerio del Interior nos informase —si consideran que las 
respuestas son muy extensas, tal vez puedan hacernos llegar la información por escrito- sobre cada 
una de esas situaciones. El comisionado parlamentario establecía en su informe que un 30 % de las 
personas privadas de libertad —no vamos a entrar en discusiones sobre estos parámetros— enfrentan 
tratos crueles, inhumanos y degradantes y un 44 % de personas se encuentran en insuficientes 
condiciones para su rehabilitación, es decir que estamos hablando de un número muy importante de 
personas privadas de libertad que no estarían reuniendo las condiciones ideales para llevar adelante 
un proceso de reinserción en la sociedad como todos queremos y que no me cabe la menor duda que 
las autoridades del ministerio y del INR también buscan. 


Me gustaría saber —este es un tema que también mencionamos al comisionado respecto a su 
informe y las recomendaciones—-si también existen objetivos a corto y a mediano plazo y con 
temporalidad, es decir, cambiando el tiempo verbo de «se hará», «se buscará» o «se entenderá» por 
una expresión que diga algo así como: «Nos hemos puesto como objetivo que en los próximos seis, 
doce, dieciocho, veinticuatro meses, este tema va a estar solucionado». Creo que a esto hacía 
referencia en su intervención final la señora subdirectora cuando hablaba de transparencia, 
profesionalización y objetividad en el manejo de datos. Consideramos que estos son aspectos 
imprescindibles para sacar conclusiones que sean realmente abarcativas y entendibles y que no estén 
teñidas por la subjetividad que pudiese tener otro tipo de afirmación que no tenga datos objetivos en 
los que basarse. 


En ese sentido, en esa distinción que hace entre tratos degradantes, inhumanos, 
insuficientes y los que no lo son, el propio comisionado determina los lugares. En ese sentido, en la 
página 26 del informe se mencionan los celdarios 1 y 2 de Libertad, los módulos 8, 11 y 12 de Santiago 
Vázquez y el piso cuarto del femenino. Esto es algo sobre lo que ya hemos conversado reiteradamente 
en otras oportunidades en que comparecieron las actuales autoridades del INR. Esto es cuanto tengo 
que decir respecto a la información de carácter general, que también estaría vinculado con algo que 
señaló el señor director, cuando hizo el alegato que nosotros compartimos sobre la necesidad de 
mayores recursos y una presencia más activa del Estado en el intento de reinserción de las personas 
privadas de libertad, que creemos que es imprescindible. La pregunta siguiente tiene que ver con el 
centro de reclusión n.* 1, que está poniéndose en funcionamiento en la actualidad. Por lo que tenemos 
entendido y ha tomado estado público, algunos de los servicios que estaba previsto realizar, que van 
en la dirección de que ese proyecto penitenciario sea exitoso éxito que queremos que suceda, 
porque sería una tragedia nacional que ese modelo pudiera fracasar dado que entendemos que podría 
ser una de las tantas vías de atención como es el la participación público-privada—, todavía no estaban 
prontos, como ser los cursos de Secundaria ni la presencia del Mides, lo que ha llevado a una situación 
bastante compleja. En ese sentido, nos gustaría que los jerarcas aquí presentes nos explicaran algo. 


Pasando a las preguntas más puntuales, en el informe del comisionado parlamentario se 
habla del centro de formación penitenciario y establece que ha participado una cantidad muy 


importante de personas —casi 2.798 entre funcionarios y agentes—, por lo cual me gustaría saber cómo 
se accede a esos cursos, si hay una planificación previa en cuanto a quiénes participan y realizan esos 
cursos y si luego son destinados a las áreas en las que específicamente recibieron la capacitación. 
También me gustaría saber —porque el informe habla de un acierto- sobre el convenio que el INR 
realizó con la Junta Nacional de Drogas y ASSE, cuántas personas han participado de los cursos y con 
qué grado de atención, en el variopinto universo que atiende el INR, se está trabajando en un tema que 
consideramos central a la hora del manejo de las adicciones. 


Otro de los elementos que el comisionado parlamentario detecta como un faltante —que algo 
se menciona y que se está implementando por parte del Ministerio del Interior— y me gustaría saber, es 
el tema de los formularios tanto el de ingreso como el del manejo de la información de las personas 
privadas de libertad. Sería oportuno conocer cómo está funcionando la implementación de esa 
información, si ya está produciendo datos estadísticos y en cuántos centros de reclusión existe el 
expediente de seguimiento individual, así como el formulario de ingreso, que son cosas que pueden 
ayudar, y mucho, al manejo estadístico que necesitamos para poder tener un manejo más objetivo y 
profesional de la información del INR. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Mi intención era darle la palabra al señor legislador Abdala pero, antes, me 
gustaría saber si pudieron captar todas las preguntas planteadas por el señor legislador Penadés. 


SEÑOR ABDALA.- Señora presidenta: algunas preguntas se solapan con las del señor legislador 
Penadés. 


SEÑORA PRESIDENTA..- Entonces, tiene la palabra el señor legislador Abdala. SEÑOR ABDALA.- En 
primer lugar voy a sumarme a la bienvenida a la representación del Ministerio del Interior y del Instituto 
Nacional de Rehabilitación, y voy a hacer un par de consultas de carácter general y otras más 
específicas. 


Voy a comenzar por una afirmación del señor director del Instituto Nacional de Rehabilitación 
que me llamó mucho la atención, que creo que es muy relevante porque es una afirmación de carácter 
institucional y a la vez de carácter político en el sentido correcto del término, en cuanto a la política 
penitenciaria que el Gobierno está llevando adelante con relación al sistema carcelario. Lo aquí 
expresado me hizo acordar mucho a algunos señalamientos que recientemente formuló, con las 
consecuencias públicas que todos conocemos, el señor director Layera, en cuanto a la falta de 
coordinación o a la insuficiencia en el esfuerzo complementario de distintas instituciones a la hora de 
llevar adelante las políticas de seguridad. Creo que lo trasmitido en el día de hoy por el director del 
Instituto Nacional de Rehabilitación es algo similar pero aplicado a la política carcelaria o a la situación 
del sistema penitenciario. Por esa razón me parece que no debemos pasar por alto la afirmación que 
hizo, como pidiendo ayuda, pues concretamente, expresó: «Yo les pido que nos ayuden a definir una 
política de Estado en ese sentido. Es necesario que haya más Mides, más ASSE». Inclusive, recuerdo 
textualmente la afirmación —que comparto plenamente— de que el Estado es el conjunto de las 
instituciones actuando en este caso en el desarrollo de la política penitenciaria. Creo que es una 
afirmación muy relevante, de tipo cualitativo que me parece importante detenernos en ella. No sé si la 
asesora del señor ministro está en condiciones de comentar o dar su visión particular al respecto, 
porque tal vez esto trascienda a ella; quizá esta pregunta deberíamos formulársela directamente al 
señor ministro ya que, reitero, estamos en el plano de las consideraciones políticas profundas. 


Esto viene a cuento, señora presidenta, porque si hablamos de coordinación entre 
organismos del Poder Ejecutivo, eso naturalmente se vincula con algo que todo el país ha visto en los 
últimos días, que es la convocatoria del señor presidente de la república a distintos organismos de la 
Administración central y a algunos entes autónomos —entre ellos, ASSE-— o servicios descentralizados 
para coordinar esfuerzos en materia de políticas de seguridad. Presumo que el componente de la 
política carcelaria debe estar en esa agenda de trabajo del Poder Ejecutivo. Reitero: lo presumo. Esto 
es algo que desde la oposición nos resulta muy interesante saber, máxime después que el director del 
INR plantea el tema en términos de solicitar apoyo al Parlamento. Él se refirió a eso, pidió ayuda y por 
supuesto que estamos dispuestos a proporcionársela, pero primero se nos tiene que decir qué pasos 
está dando el Poder Ejecutivo, hacia dónde está apuntando, a los efectos de que se cumpla lo que el 
director del INR nos dice que no se cumple, que es la mayor presencia del Ministerio de Desarrollo 
Social y del organismo encargado de la Administración de los Servicios de Salud del Estado. Reitero 
que nos parece que ahí falta un eslabón. No es mi intención poner en una posición incómoda ni 
acorralar a la asesora del señor ministro, pero los representantes del Poder Ejecutivo nos tienen que 


decir hacia dónde están apuntando en esta materia o qué pasos están dando. Digo esto porque si la 
principal jerarquía responsable de la administración del sistema penitenciario, que es el director del INR 
—hoy, órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo o del Ministerio del Interior y, en el futuro, un servicio 
descentralizado—, nos dice lo que nos dice, es porque el problema es real y me parece que no requiere 
constatación o prueba adicional. 


Formulo esto, en primer lugar, a modo de reflexión y, en segundo término, si están en 
condiciones de ahondar en el tema, lo traslado como una consulta que, a esta altura, ya no es al 
director del INR, sino más bien a la señora asesora que representa directa y personalmente al señor 
ministro del Interior. 


Con respecto a la valoración que se hizo —y considero atendible— en cuanto a los tratos 
crueles, inhumanos y degradantes —según la asesora, ese concepto podría coincidir o conducir a la 
definición de tortura, lo cual nos parece que es así-—, quiero decir que más de una vez hemos tenido 
este tema planteado en la comisión y más de una vez lo hemos conversado con el señor comisionado 
parlamentario, pero se ha hecho una salvedad que resulta interesante. Ha dicho que en el caso de 
tratos crueles, inhumanos y degradantes, y a diferencia de lo que sucede con la tortura, no hay 
intención de torturar pero, en los hechos o en la práctica, el resultado de la situación que padece ese 
tercio o 30 % de los privados de libertad —que según él padecen precisamente condiciones de 
reclusión inhumanas, degradantes y crueles— equivale a la de aquel ser humano que está sometido a 
prácticas de este estilo. Aclaro que digo esto, no en el sentido de que se practique el terrorismo de 
Estado, pues estaríamos en ese plano si partiéramos del supuesto de que lo que ocurre es porque hay 
intención deliberada de parte de los administradores o de los operadores penitenciarios de proceder en 
esa dirección. Más allá de la disquisición conceptual, esto nos conduce a otra cuestión, que es la que 
planteaba el señor legislador Penadés en cuanto a las perspectivas de rehabilitación. Sobre la base de 
ese diagnóstico —cuyos límites podemos poner un poco más acá o un poco más allá— el comisionado 
parlamentario nos decía que apenas uno de cada cuatro internos —según su análisis objetivo- está en 
condiciones de rehabilitarse. Realmente es un diagnóstico bastante desalentador, independientemente 
de las mejoras que naturalmente aquí se han señalado y que no me propongo desconocer. En ese 
sentido, quisiera preguntar a las autoridades si comparten ese juicio y esa conclusión. Si efectivamente 
la proporción del 25 % de quienes están privados de libertad, de acuerdo con las condiciones actuales 
de reclusión, están en condiciones de rehabilitarse o no. 


Las tres preguntas concretas que quiero formular tienen que ver precisamente con aspectos 
que van directamente al fondo del asunto, en cuanto a las alternativas de rehabilitación. Estas son las 
políticas sociales, las alternativas de la educación y las del trabajo. Sobre eso ha habido afirmaciones 
muy concretas del señor comisionado parlamentario y hay expresiones en su informe que me parece 
que también nos debieran llamar a preocupación. Sobre el Mides se habló de su ausencia absoluta en 
todos los centros de reclusión del Uruguay. Si esto es así, quisiera saber qué pasos se están dando -si 
se están dando pasos en algún sentido— en el ámbito del propio Poder Ejecutivo —entre el 
Ministerio del Interior y el Ministerio de Desarrollo Social-, para revertir esta situación y para que el 
Mides empiece a colaborar. 


En lo que tiene que ver con la educación y el trabajo he tomado debida nota de la 
información que nos acaba de proporcionar la señora subdirectora técnica —-me alegro mucho por las 
iniciativas, los avances y programas que en forma más o menos incipiente se están llevando a cabo-, 
pero aquí hay algunos guarismos que no dejan de llamarnos a preocupación. El comisionado 
parlamentario nos dijo que los servicios de educación llegan apenas al 21 % de los privados de 
libertad. Es un porcentaje demasiado bajo. Esto estaría denunciando que evidentemente hay una 
demanda insatisfecha de internos y de privados de libertad que están reclamando la posibilidad de 
estudiar y que no están pudiendo acceder a ella. Con relación al trabajo pasa otro tanto. En ese 
sentido, estaríamos un poco mejor según los términos del informe porque el porcentaje alcanzaría el 38 
% de los reclusos. 


Quisiera que se nos dijera si la Administración está en condiciones de corroborar estas cifras 
y cómo se compadecen estos porcentajes —aparentemente tan bajos en términos de que en materia de 
educación no llegamos ni a la cuarta parte— con la visión esperanzadora que se nos trasmite hoy o con 
las mejoras —que, repito, no desconozco- que se vienen registrando desde el punto de vista de los 
programas que se están llevando a cabo. 


SEÑOR RADÍO.- Quiero empezar por reconocer —tal como lo ha hecho el señor legislador Penadés— 
que notoriamente ha habido un avance. En todo caso el matiz que se puede establecer es con 
respecto a cuándo uno dice que hay un avance porque siempre nos medimos con la década del 


noventa. En algún momento hay que empezar a evaluar con fechas más cercanas porque a los 
avances hay que medirlos por períodos más cortos de tiempo. 


En primer lugar, uno siempre pone el énfasis en cuáles son las respuestas ante los 
problemas que tenemos. Por eso quiero reconocer un gran avance con respecto a cuáles fueron las 
preguntas que nos formulamos, cuál es la finalidad de la reclusión, cuál es la finalidad de la pena. Creo 
que esa es una pregunta que la sociedad debería formularse. Creo que las autoridades se la han 
formulado y efectivamente me parece intuir que comparto la respuesta: no tenemos una finalidad de 
retribución del mal que ha cometido el delincuente, no tenemos una finalidad meramente sancionatoria, 
no tenemos finalidad con la ley del Talión, no tenemos una finalidad de prevención general negativa 
con efecto intimidatorio o ejemplificador. Creo que el objetivo es buscar la resocialización, no solo para 
evitar la reincidencia, sino también para contribuir a la inclusión social. El primer reconocimiento que 
quiero hacer es que hemos formulado bien las preguntas. De todos modos, me parece que debemos 
apuntar a la institucionalización, que es lo que nos permite decir que estamos hablando de un sistema 
penitenciario. Queda mucho por andar en ese camino y la fotografía de hoy me parece paradigmática. 
El hecho de que el informe lo comience la asesora del ministro en vez del director del Instituto Nacional 
de Rehabilitación habla claramente de todo lo que falta por avanzar. Y que la asesora pida a la 
presidenta de la comisión permiso para dejar en uso de la palabra al señor director del INR, repito, es 
paradigmático de lo que ocurre. Debería comenzar el informe el director del INR y también 
correspondería que nos hablara de otra manera. 


Con respecto a los tratos crueles e inhumanos, independientemente de las categorías que se 
establezcan en función de tratados o acuerdos que haya suscrito nuestro país, pienso que podemos 
estar de acuerdo con que ese tipo de tratos existe. El hecho de que un recluso no tenga derecho a salir 
al patio me parece que es cruel; se podrá decir que eso es tortura o no, pero sí está claro que es cruel, 
inhumano y degradante. 


Por otra parte, me parece muy importante algo que ha dicho el señor legislador Abdala en 
cuanto a la presencia del Mides. El señor Layera decía hace unos días que en algunos lugares resulta 
más importante la presencia de un asistente social que la de un policía. Y el primer lugar en el que 
tendría que darse esa presencia es el Instituto Nacional de Rehabilitación. ¿Cuántos asistentes 
sociales hay hoy en el Comcar o en Libertad? Cuando al comienzo de su presentación el director dijo 
que en este tema debíamos trabajar en conjunto, estuve de acuerdo con él. No cabe duda de que 
todos levantaremos la mano para destinar más recursos para las cárceles. Pero no sé de qué manera 
podríamos aumentar la presencia del Mides en las cárceles. Si es necesario haremos gestiones 
personales en ese sentido, pero entiendo que eso no es deseable desde el punto de vista institucional. 
En realidad, no creo que exista un clamor popular en el sentido de que se mejore la situación en las 
cárceles, más allá de que en ese aspecto el sistema político ha tenido una actitud muy responsable. A 
veces me pregunto si la gente tiene claro que hay que mejorar la situación en las cárceles. Por 
ejemplo, cuando se produjo el incendio en la cárcel de Rocha hubo gente a la que solo le faltó festejar, 
cuando lo cierto es que se trataba de una tragedia. Por esa razón, me gustaría saber qué podemos 
hacer nosotros y el Gobierno para que se cuente con la presencia del Mides en las cárceles. 


Otro reconocimiento que quiero hacer tiene que ver con la actuación de ASSE en el sistema 
carcelario. Al respecto, pregunto cuánto nos falta para contar con ASSE en Canelones y en 
Maldonado. 


En cuanto a la educación, luego de haber visto el informe que nos entregaron recién, quiero 
decir que a mi entender debería actuar UTU en las cárceles. Ese no es un tema nuevo, y al respecto 
pregunto quién está en falta en este asunto. ¿Qué nos está pasando que no tenemos más presencia 
de UTU en las cárceles? Me parece que se trata de un aspecto sustantivo en esta problemática. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de dar la palabra a la delegación, quisiera dejar en claro algunas 
cosas de la convocatoria por parte de la presidencia de esta comisión. 


Nosotros invitamos al Ministerio del Interior y este designaría quién venía en su 
representación; es así, que en lugar del señor ministro vino su asesora en esta materia. Entonces, si 
hubo un error en el orden para trabajar como, por ejemplo, a quien se le otorga el uso de la palabra, 
quiero explicar que corre por cuenta de la presidencia y no de la asesora. Esto es bueno aclararlo 
porque nos da una situación de cómo manejamos el trabajo de la comisión. 


Por otro lado, a veces, el ocupar la presidencia nos inhibe de poder hacer algunas 
manifestaciones que creo pueden ser pertinentes y hacen a las preguntas que se han formulado. 


Creo haber entendido —y presté muchísima atención— que ninguno de los miembros de la 
delegación se manifestó en contra del informe del comisionado; sí se hicieron apuntes o quizás se 
señalaron las ausencias que tenía el informe, pero a nosotros también nos interesaba tener esa mirada 
porque completa un informe general. A nosotros nos pasa lo mismo y, en particular, hay cosas que 
compartimos y otras que no, pero vamos visualizando con los distintos datos que tenemos. Quizás, en 
otro momento tengamos que hablar de si es bueno tener los liceos y las UTU dentro de las cárceles o 
llegar realmente a un sistema integral y los que hoy están privados de libertad por determinadas 
circunstancias asistan a los liceos y a las UTU. Eso no está resuelto, porque es un tema ideológico y 
pedagógico. Si me dicen a mí, preferiría que estén en las aulas como en algún momento lo estuvieron 
y como en una época quienes estaban en el INAU —antes Iname- en todas las etapas que tuvo, iban a 
la UTU a participar de esos cursos. Este es un debate a posteriori de cómo nosotros visualizamos el 
tema y me parece importante hoy tener algunas de las repuestas. Reitero que quería manifestar esto 
porque, a veces, quedamos inhibidos por conducir la comisión. 


SEÑOR RADÍO.- De ninguna manera señalé un error de parte de nadie. 
SEÑORA PRESIDENTA.- No, de mi parte. 


SEÑOR RADÍO.- Tampoco fue un error suyo, señora presidenta, porque me parece que es la situación, 
es decir, que nosotros convoquemos al Ministerio del Interior y no al INR ya muestra una fotografía de 
la situación que tenemos y de lo que nos falta para avanzar en el camino de la institucionalización. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Todos en conjunto convocamos al INR a que participara. 


SEÑOR RADÍO.- En cuanto a la discusión ideológica de si hay que poner las UTU en las cárceles o 
llevarlos, mientras tanto, la vida de la gente pasa. Vamos a ver si podemos dilucidar este tema. 


SEÑORA BURGHI.- Voy a contestar algunas de las preguntas formuladas por los legisladores 
Penadés y Abdala en lo que respecta a las políticas del Poder Ejecutivo y a algunos otros aspectos que 
me señalaron para, después, ceder el uso de la palabra a la subdirectora técnica o al director para que 
contesten la otra parte. 


En principio, si se comparte o no el informe, quiero decir que, en términos generales, 
nosotros lo compartimos. Es más; estamos abiertos —y se ha hablado con el señor ministro- a 
sentarnos a discutir algunos de los puntos. Sí hay algunos de los puntos —que yo señalé acá— que no 
compartimos su enfoque. Al inicio de mi intervención señalé que es un informe que consideramos 
detallado, que tiene toda una valoración sobre conceptos de violencia, de rehabilitación, de tratamiento 
que, en general, también compartimos. Eso me parece importante, porque en ningún momento 
nosotros vamos a desmerecer el trabajo que ha hecho el comisionado y, como decía al principio, a 
pesar de algunas diferencias de concepto que tenemos en algunos enfoques, nuestra relación es de 
mucha articulación. 


La segunda pregunta era qué medidas puntuales se toman respecto a lo que se está 
planteando en términos de tiempo. En este sentido considero —y lo hemos valorado mucho con el 
gabinete del INR- que no es muy fácil establecer plazos. Yo puedo decir que nos proponemos terminar 
de construir determinada unidad con ciertas características en un período. Por ejemplo, tenemos 
previsto que la remodelación del módulo 2 del Comcar se va a terminar antes de fin de año. Allí 
tendríamos un grupo bastante importante de personas privadas de libertad, que además entrarían en el 
marco de lo que llamamos «comunidad educativa». Pero hay otros que no dependen solamente de la 
voluntad. Si ponemos en práctica los diferentes programas que señalaba la subdirectora técnica, se 
van integrando algunas personas y es difícil poner un plazo en cuanto a los resultados que se puedan 
obtener en ese proceso de tratamiento. 


Sin embargo, nos parece importante —por eso lo señalábamos al comienzo del informe-— ver 
el desarrollo del sistema penitenciario institucionalmente, como bien lo expresaban los señores 
legisladores, desde el punto de vista de que es un inicio. Es decir, consideramos que si bien existía una 
dirección nacional de cárceles, había otro concepto. Pero aquí no se trata de determinar si aquel 
concepto fue malo o fue bueno; correspondía a una etapa, a una época. Y esto que estamos haciendo 
es crear un sistema penitenciario que sea acorde a los cánones internacionales, pero que a su vez el 
trabajar como sistema articulado nos permita que este proceso de rehabilitación sea realmente parejo y 
que hablemos un mismo concepto y un mismo lenguaje. Esto es, justamente, lo que planteaba al 
principio. Nosotros nos encontramos con 19 formas diferentes de encarar el tratamiento de las 


personas privadas de libertad, porque no estaba hecho el sistema y porque cada jefatura de policía 
departamental definía cómo se iba a tratar a las personas privadas de libertad. Y eso fue algo muy 
difícil. Pasamos tres años, de 2012 a 2015, para que todas las unidades penitenciarias pasaran al INR 
como institución. Y eso no fue porque faltó resolución, sino porque hubo una resistencia bastante fuerte 
y se decía «Esto es lo mío; yo no lo voy a dejar» o «Esta forma de tratamiento es la adecuada». 
Recuerdo que la primera que se pasó fue la cárcel de Canelones, y demoramos siete meses para que 
pasara al INR. 


Quería enmarcar esto porque para nosotros es difícil y lo que nos planteamos siempre es 
trazar la línea de acción en el tratamiento educativo, crear los programas adecuados para ese 
tratamiento y comenzar a darle camino a eso. Por ejemplo, si se me plantea que determinado número 
de personas privadas de libertad en este año van a terminar primaria, puedo decir que nosotros 
tenemos las inscripciones, hemos iniciado ya los procesos de primaria y secundaria —la subdirectora 
puede explicarlo con más datos—, pero tenemos algunos que por la mitad se van en libertad o dicen 
que no quieren estudiar más. Entonces, hay que hacer un trabajo de otro tipo para la inclusión dentro 
del proceso de estudio. Pero también hemos logrado avances importantes, como tener personas que 
están en la educación terciaria. Algunas de ellas, incluso, salen a estudiar fuera y luego regresan a la 
cárcel. Nosotros quisiéramos también ampliar ese proceso, porque tiene que ver con lo que el 
comisionado parlamentario plantea muy bien en el informe y que consideramos que es una meta. Me 
refiero a que las posibilidades de rehabilitación se asemejen lo más rápido posible al afuera. 


Eso lo decimos muy rápido, pero no es tan fácil. Además, hay que tener en cuenta que 
cuando estas personas son detenidas, la misma violencia que hay afuera la trasladan hacia adentro. 
Entonces, las situaciones de resolución de problemas entre ellos, que se da en la calle, en un grupo, 
en un ámbito de veinte o veinticinco manzanas —para dar el ejemplo de un barrio—, nosotros lo tenemos 
en un módulo de ocho por cinco. Por tanto, estas situaciones nos llevan a tomar medidas paralelas, 
junto con las de rehabilitación. 


Por otro lado, se hacía mención al trato inhumano y degradante. Creo que allí hay un 
problema de conceptos. Digo esto porque, conceptualmente, en mi trabajo profesional de asesoría y en 
los años que hace que trabajo en las cárceles, el trato inhumano, cruel y degradante siempre se 
enmarca en la tortura. Yo creo que hemos hecho un avance importante, inclusive en lo que tiene que 
ver con lo que se planteaba anteriormente, de una salida al patio. Obviamente, tiene razón porque es 
un trato que no corresponde, pero quiero destacar que cada vez tenemos menos población en esa 
situación. 


Me parece importante señalar —y no quiero que se tome como una justificación sino como 
una realidad— que cualquier situación que tenga que ver con el cambio de cultura y de paradigma de 
una persona, de un ser humano, no es algo que se haga rápidamente. 


Eso lo hemos conversado mucho con el comisionado parlamentario porque a veces también 
nos desesperamos y quisiéramos que las cosas salieran más rápido, pero creo que en ese aspecto es 
importante ver lo que refiere al proceso. 


En cuanto a lo que expresaba el señor legislador Penadés sobre los módulos que están en 
proceso de arreglo, quiero decir que las situaciones que se daban en los módulos 11 y 12 ya están 
solucionadas. Tal vez se deba a que cuando se cerró el informe esa situación todavía no se había 
arreglado. Más que nada tiene que ver con eso. Hay algunos aspectos que allí se señalan que ya están 
en proceso de solución. 


Con relación al centro 1 y a los proyectos que tenemos, estamos en la etapa de poblamiento. 
Creo que con esto ya respondo dos de las preguntas que nos formularon. Cuando se inició el proceso, 
se comenzó con un grupo de emergencia porque se estaban haciendo los llamados correspondientes 
para la ubicación del personal de ASSE en la unidad n.*1. Esa instancia ya finalizó y por esa razón 
decía que a partir de mañana, 1.” de junio, comienza a ingresar el equipo de personal médico de ASSE 
que va a integrarse en su totalidad. Si no me equivoco, van a ingresar cincuenta funcionarios 
destinados a cubrir cargos permanentes. Entre ellos hay médicos, auxiliares de enfermería y 
odontólogos. 


Por otro lado, en lo que significa el proyecto en sí de la unidad n.*%1, hay algunos aspectos 
laborales que ya están instalados. Con respecto a las relaciones con el Ministerio de Educación y 
Cultura, debemos decir que ya comenzaron las clases de enseñanza primaria y secundaria. También 
se ha avanzado en el Deseja en lo que tiene que ver con cursos de hortalizas, teatro, e inclusive, ya se 


hizo una exposición de talleres de mimbre. Los cupos todavía no están completos. Estamos en ese 
proceso y, paralelamente al poblamiento, estamos llevando adelante algunas mejoras. 


Como decía, tenemos bastantes dificultades porque, entre otras cosas, también es una 
metodología nueva de trabajo, que es importante detallar. La persona cambia desde el inicio. Por 
ejemplo, tenemos las lavanderías, hay uniformes, y otro tipo de disciplina. Tienen más tiempo libre en 
las áreas de convivencia, lo que nos exige tener más actividades, que son las que estamos tratando de 
mejorar. 


Hay otros aspectos a destacar, que explicará la doctora Juanche. Uno de ellos es el referido 
a las drogas, que planteaba el señor legislador Penadés. 


En cuanto al planteo del señor legislador Abdala sobre las políticas del INR, posteriormente, 
quizás podrán hacer las consultas pertinentes, pero por mi cercanía al señor ministro como técnica en 
esta área, puedo decir que hay una aplicación constante de políticas relacionadas con el 
fortalecimiento del sistema penitenciario desde el Poder Ejecutivo en articulación con los demás 
organismos que actúan en su órbita. Quiero interpretar el planteo del director en el sentido de que se 
necesitarían más, pero no es que no las tengamos, sino que se requiere articular algunos puntos, por 
ejemplo, el protocolo de atención a niños y niñas hijos de padres y madres detenidos. Este fue un 
protocolo que nos llevó dos años de trabajo conjunto, en el que participaron el Mides, las defensorías 
del Poder Judicial, el INAU, ASSE —entre otros actores, a través del Sistema de atención integral a 
personas privadas de libertad, SAl-PPL- y que hoy está vigente; es más, anexamos a ese protocolo las 
fiscalías. 


Con relación al Ministerio de Educación y Cultura planteé que nos reunimos mensualmente 
con las autoridades del Codicén; incluso, el director Netto se comunica en forma directa con nosotros. 
Tenemos dos instancias: la reunión en el Ministerio del Interior, en la que participan sus autoridades —la 
mayoría de las veces lo hace quien habla, en su representación-, la dirección del INR y todas las 
áreas de primaria, de Deseja y de UTU —tal como ocurrió en la última—, así como del Inefop. De modo 
que tenemos una serie de políticas. Digo más; me consta que desde el ministerio y en el Poder 
Ejecutivo se pelea por romper una norma cultural que se da, incluso, a nivel internacional, según la 
cual a los sistemas penitenciarios se destinan los funcionarios que hacen las cosas mal. Nosotros 
estamos rompiendo con eso y por eso estamos haciendo todo un trabajo de profesionalización. Es así 
que creamos el Cefopen, hablamos de las currículas nuevas y de los llamados a concursos porque no 
queremos improvisar, sino que nos interesa trabajar con más psicólogos y asistentes sociales pues los 
que tenemos no alcanzan para los 10200 presos que tenemos en este momento. 


Quería hacer esta puntualización porque, efectivamente, hay una línea de trabajo en 
conjunto, hay una definición del Poder Ejecutivo respecto al tratamiento del sistema carcelario y está 
también dentro de las prioridades en relación con la seguridad pública. Consideramos que hay una 
relación directa entre el afuera, la persona que cae detenida y su egreso. Por eso también se creó la 
Dinali, que depende del Ministerio del Interior, y la posada que funciona en su órbita para las personas 
que salen en libertad y no tienen recursos. 


Entonces, articulamos los tres programas con una línea directa al Poder Ejecutivo. Quería 
aclararlo porque, efectivamente, se trabaja en coordinación con los servicios del Poder Ejecutivo. 


Sobre las perspectivas de rehabilitación, uno de los porcentajes que se establecen en el 
informe indica que solamente el 21 % de las personas privadas de libertad estarían en condiciones de 
ser rehabilitadas; considero que ese es un concepto personal. En lo que a mí respecta, llevo un tiempo 
trabajando en cárceles y, en principio, entiendo que todas las personas que llegan a las unidades 
penitenciarias tienen posibilidad de rehabilitación. Unas en más tiempo, otras en menos, pero todas las 
personas tienen la posibilidad y el derecho a que se le den todos los elementos para su proceso de 
rehabilitación. Quisiera referir un ejemplo que tiene que ver con algunos de los elementos incluidos en 
el informe. En el módulo 12 nos vimos obligados a establecer un régimen nuevo, que es el de máxima 
seguridad. Como recordarán los señores legisladores, este régimen se creó cuando ocurrió el 
secuestro de la doctora Milvana Salomone. En esa instancia se dio inicio a este proceso. Hoy, 
prácticamente a dos años de la creación de ese régimen de máxima seguridad, nada más que 37 
personas están bajo ese sistema, y de los que estuvieron desde el principio, es decir los que 
inauguraron ese sistema, algunos ya tienen prisión domiciliaria y otros se encuentran en otras unidades 
penitenciarias para terminar de cumplir su pena, pero en otro régimen. Este es otro elemento muy 
importante. Nosotros estamos planteando la rehabilitación con un régimen de progresividad y lo 
estamos aplicando. 


El señor legislador Penadés consultó sobre los expedientes. Cuando nosotros llegamos, en 
el sistema penitenciario teníamos dos formas de control: las tarjetas normales, donde van los datos 
generales, y el expediente jurídico, pero no había un expediente de tratamiento. Nosotros armamos un 
expediente en coordinación con la subdirección técnica, que ya hoy estamos introduciendo al Sistema 
de Gestión Carcelaria, y es como la historia clínica de la persona privada de libertad. 


¿Qué nos permite este expediente? En primer lugar, tener algo que antes nos resultaba 
bastante dificultoso —esto mejorará en la medida en que lo vayamos poniendo en práctica porque eso 
es progresivo; inclusive lo estamos incluyendo en el estudio de la currícula de los operadores 
penitenciarios, para que sepan cómo llenarlo y qué hacer con él- y que es contar con toda una serie de 
datos a nivel de persona, familia, estudio, trabajo y reincidencia o no reincidencia. Y, en segundo 
término, si esa persona privada de libertad, mañana se va a otra unidad, lo hace con su expediente, y 
puede continuar el mismo tratamiento que estaba recibiendo en la unidad donde estaba anteriormente. 


Si la persona sale en libertad, como en el expediente, por ejemplo, constan sus antecedentes 
educativos, puede presentarlos para continuar afuera con su educación. Creo que esto ahora lo hemos 
logrado bastante y tenemos un ejemplo muy reciente. Cuando se realizó el censo de las personas que 
querían estudiar, como el estudio redime pena, algunas personas privadas de libertad dijeron que eran 
analfabetas o que tenían segundo año. Sin embargo, al tener el contacto con el Mides, por medio de la 
cédula de identidad nos dimos cuenta de que esa persona ya tenía, por decir algo, tercer año de liceo. 
Entonces, no era ni de primer grado ni analfabeto y podíamos ubicarlo en su punto medio. 


Esto demuestra que sí hay una articulación en este momento que nos permite detectar cosas 
que no podíamos ver antes. 


SEÑORA JUANCHE.- El señor legislador Penadés consultó respecto a los datos estadísticos de los 
formularios de ingreso y del seguimiento individual de las personas privadas de libertad. Nosotros 
tenemos implantado el Sistema de Gestión Carcelaria, de cobertura universal, implantado en todas las 
unidades privadas de libertad. Se trata de una aplicación web de lógica modular —como en círculos 
concéntricos—, que a través de la identificación de los datos filiatorios va agregando información relativa 
a la ejecución penal de la persona. No solamente recoge aspectos jurídicos y relativos a su proceso, 
sino también —y fundamentalmente—, de las personas que los visitan, sus vínculos sociofamiliares, las 
redes cercanas y las trayectorias educativa, laboral, deportiva y de tratamiento. Esto se enlaza con el 
expediente de seguimiento individual. Además del seguimiento —como decía la asesora—, 
fundamentalmente registra los contenidos del plan individual de intervención. Son expedientes con 
planes individuales construidos a medida para las personas privadas de libertad a partir del día 1, 
cuando ingresan al Centro de Ingreso, Diagnóstico y Derivación, en el que se aplica la entrevista de 
ingreso, el protocolo básico para determinar los riesgos de vulnerabilidad, de daño y reincidencia. A 
partir de allí se toman las primeras decisiones para que la Junta Nacional de Traslados resuelva cuál 
es la unidad que mejor puede albergar a esa persona y que mejor ofrece una oferta de tratamiento 
para ese perfil. 


También se consultó respecto del programa de uso problemático de drogas, al que hacía 
referencia el Comisionado Parlamentario. En este documento que entregamos tenemos cobertura. La 
cobertura del año 2018 trata de intervenciones breves, ciclos de cuatro meses que son dinamizados 
por duplas profesionales de psicólogos-trabajadores sociales pertenecientes al SAl-PPL de ASSE y al 
Instituto Nacional de Rehabilitación. Se trata de una dupla de técnicos de ambas instituciones, a lo que 
se agrega la Junta Nacional de Drogas, con su política nacional, que es la que evalúa, hace el 
seguimiento y supervisión de los dispositivos. Como ustedes ven, ha tenido un crecimiento tímido, pero 
este año va a crecer sustantivamente. En el pie de página se indica que estas son cifras al 30 de abril 
del 2018. Aquí simplemente se habían iniciado dispositivos en algunas de las unidades. Falta cerrar 
todo el ciclo de estos dispositivos y replicarlo, por lo menos, dos veces más en el año. Esperamos 
llegar al entorno de las mil personas. 


¿Es suficiente? No todavía. Necesitamos replicar, tener mayor presencia, y es por eso que 
les contaba en mi intervención anterior que es la manera de poder llegar a toda la población privada de 
libertad que así lo requiera. Cabe aclarar que la participación en estos programas es algo voluntario, no 
coercitivo: la persona participa si así lo desea. Nosotros también tenemos un proceso de trabajo con 
ellos en técnicas motivacionales para ir modificando la disposición hacia recibir programas de 
tratamiento. Tenemos planificado, concretamente para el día 11 de junio, una reunión con la Dirección 
de Asuntos Sociales para que los dispositivos se articulen en el interior con los equipos técnicos de 
sanidad policial, que son los prestadores de salud en las unidades del interior. 


También preguntaban sobre la presencia de las instituciones en las cárceles, y el señor 
legislador Radío hacía referencia a la presencia de UTU que sí está en las cárceles. Nosotros también 
queremos que tenga mayor presencia porque creemos, además, que es una de las modalidades más 
pertinentes para la privación de libertad —si bien no la exclusiva— porque da una respuesta rápida de 
oferta de competencias para el mundo del trabajo y para la inserción social. 


También es de destacar que a partir del año 2016 funciona una mesa interinstitucional de 
educación para personas en conflicto con la ley penal que tiene una composición absolutamente plural, 
donde están no solamente todas las instituciones formales de la educación, sino también el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social a través de su Dirección Nacional de Empleo, el Instituto Nacional de 
Empleo y Formación Profesional y el Mides. En ese ámbito estamos diseñando lo que llamamos 
propuestas adaptadas al contexto de encierro. Por ejemplo, una experiencia que nosotros creemos va 
a ser absolutamente importante para la educación en contextos de encierro es la propuesta que le 
denominamos del rumbo adaptado: en un año permite la finalización del ciclo de enseñanza media 
básica asociado a una capacitación profesional. Todo esto se da en un año con acreditación de 
saberes y capacitación por parte de UTU y financiada por el Instituto Nacional del Empleo y Formación 
Profesional. Esto se va a aplicar a partir del mes de julio. La primera experiencia es en la unidad n.? 1, 
la segunda en la unidad n.* 4, y los trayectos después se revierten, con replicabilidad para el 2019, en 
un convenio que ya estamos trabajando en forma tripartita, un marco que también ya tenemos. 


Respecto a la pregunta sobre quiénes participan en el Centro de Formación Penitenciaria o si 
había planificación previa, debo decir que esta es una institución de formación terciaria, con un 
reglamento, con un plan de estudios preestablecido y con docentes que acceden por concursos —al 
igual que todos los docentes de las diversas instituciones públicas a nivel nacional- y que tienen un 
currículo de formación básica para inducción en la función. Esta formación no la reciben solamente 
quienes van a ser operadores penitenciarios, sino también la policía que va a trabajar en contexto de 
cárceles y funcionarios de otras instituciones que trabajan en el contexto de privación de libertad. Esta 
formación —que nosotros llamamos formación básica— tiene una modalidad de nueve meses, con ciclos 
de formación teórica con formación en servicio y tutorías de acompañamiento durante el servicio en la 
privación de libertad, es decir realizando el oficio. 


Además, hay un segundo ciclo, que le llamamos de especialización, básicamente con dos 
modalidades en seguridad y en intervención socioeducativa, con ejes y competencias transversales 
que articulan los dos ejes para que haya un enfoque integral de gestión de la privación de libertad. 


Finalmente, hay una oferta de formación permanente, que está abierta y en donde las 
personas sí se postulan y participan quienes acreditan tener los conocimientos para acceder a esos 
niveles de especialización. Esa oferta académica está abierta para todo el territorio nacional. 


Asimismo, estamos ensayando formación descentralizada, semipresencial a distancia y 
también el Cefopen está realizando capacitaciones en territorio en las diferentes regionales del país. La 
oficina del comisionado parlamentario, por ejemplo, también es parte de la formación curricular básica 
y de especialización. 


En lo que tiene que ver con el curso del Centro de Reclusión n.” 1, debemos decir que lo 
comenzamos con el primer poblamiento, aunque la oferta de educación formal llegó recién en marzo. 
La primera que llegó fue la Dirección Sectorial de Educación de Jóvenes y Adultos del Codicén, que 
tiene una oferta de educación primaria para el ciclo completo y para finalización de ciclo. Ya hubo un 
primer ciclo de acreditaciones, lo que permite que nuevas personas vayan ingresando. Es para 
analfabetos totales y para analfabetos funcionales. 


Después llegó la oferta de educación secundaria con el programa Educación en Contextos 
de Encierro, que es para educación media básica y para bachillerato en las tres orientaciones. En este 
momento, de la mano del convenio UTU-Inefop, están llegando cinco capacitaciones profesionales 
básicas en herrería, carpintería, carpintería en aluminio, reparación y colocación de aire acondicionado, 
electrotecnia básica y peluquería. Esto es un convenio tripartito entre Inefop, el INR y la UTU. 


La Universidad de la República también está con el sistema de tutorías semipresenciales, y 
el Consejo de Formación en Educación está trabajando con la formación en educadores sociales. Hay 
personas privadas de libertad que están estudiando educación social. 


SEÑOR ABDALA.- En función de todo lo que se ha descripto en la primera intervención y en esta 
última, quisiera saber si corroboran el porcentaje que nos dio el comisionado parlamentario en cuanto a 
que apenas un 21 % de la población carcelaria estaría accediendo a servicios educativos. 


SEÑORA BURGHI.- En el material que acaba de entregar la subdirectora técnica pueden ver que esta 
proporción es un poco mayor. Puede ser que se hayan tomado tiempos diferentes —no queremos decir 
que esté mal hecha—, porque tenemos determinados cierres en ciertas fechas, por eso creo que puede 
pasar por ahí. 


SEÑORA JUANCHE.- Quisiera agregar una apreciación que conversamos mucho con el comisionado 
parlamentario, a propósito de los ejes conceptuales para la medición. 


Como los señores legisladores saben, la cobertura educativa en las cárceles llega como 
respuesta a la demanda. Todos los años se abren dos períodos de inscripciones —uno en febrero y, el 
otro, a fines de julio, principio de agosto- y se releva una por una la voluntad de las personas de 
acceder a un cupo educativo. Esa expresión de voluntad de acceder a un cupo educativo se ordena, 
según mandata la ley, conforme al decreto n.” 225 que regula el acceso a las plazas educativas en 
virtud de lo cual se ofrecen los diferentes cupos. Para poder zanjar algunas polémicas relacionadas 
con los niveles de analfabetismo o los porcentajes de la demanda real con relación a la respuesta de 
cobertura certera, instauramos a partir de marzo un relevamiento nacional —es un censo— sobre el 
máximo nivel educativo alcanzado por la población privada de libertad. Se censó a más de 10.000 
personas; nos falta procesar las unidades n.* 4 y n.* 5 para tener por primera vez los datos reales de 
cuál es el nivel educativo de la población privada de libertad. Esto nos permitirá dar con rigor, cuáles 
son las cifras de analfabetismo total y funcional, y cuál es la demanda educativa de las personas 
privadas de libertad y así determinar si la respuesta es suficiente o no. 


SEÑOR ALCORTA.- Quiero agradecer a la gente del ministerio la información aportada, no sin antes 
agregar algo más. Se habla de un 21% de recuperación en el marco del proceso de instalación de 
estas nuevas políticas. Por lo tanto, sería muy bueno que nos enviaran por nota la evolución que ha 
tenido este proceso y las cifras que decía la señora subdirectora, representadas en porcentajes, 
porque todo esto lleva una utilización de recursos que nos permite obtener una recuperación de la 
sociedad y del individuo, que es la gran justificación. Es muy importante tener esos datos, y que sean 
enviados a la presidenta para, a través de ella, seguir el análisis de la aplicación de los recursos con 
los que el Gobierno tiene la intención de llegar a una recuperación total. 


SEÑORA BURGHI.- Quiero agregar un aspecto más con relación a los datos. En la información 
proporcionada por la subdirección técnica podrán encontrar algunas diferencias. Por ejemplo, en 
noviembre y diciembre cuando se realizan las cosechas tenemos demanda de PPL para trabajar en las 
bodegas. Como dije, eso es un período; en ese momento se incrementa la cantidad de gente 
trabajando, pero cuando llegamos a enero se produce un bajón. Y no es que se afectara menos a la 
persona; nosotros trabajamos a demanda. Lo mismo sucede con las brigadas de acción ciudadana que 
trabajan en proyectos concretos en las intendencias de los departamentos que, una vez que se 
terminan, si no viene un proyecto nuevo, hay un período en el que no hay trabajo. Sin embargo, hay 
algunos departamentos que tienen personas privadas de libertad trabajando en el cuidado de las 
plazas como actividad permanente. 


Quería aclararlo porque pueden verse algunas diferencias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos la presencia. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 19:09). 
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